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La experiencia de las NEO, como así se han dado en llamar las notificaciones electrónicas obligatorias en materia tributaria, constituye el objeto de una reciente monografía que firma el Profesor Martínez-Carrasco Pignatelli. Tras una década desde la puesta en marcha de este modelo de comunicación de los actos de la Agencia Tributaria, la práctica de las notificaciones sigue planteando serios problemas a los obligados tributarios, llegando incluso a provocar situaciones de indefensión. Ello sorprende porque no es el descuido o la dejadez de sus destinatarios el patrón común que motiva que estos no lleguen a conocer el contenido de la decisión administrativa alojada en el buzón electrónico. La dificultad en la gestión de la Dirección Electrónica Habilitada viene provocada por factores que escapan a la esfera de control de dichos sujetos, y que, como nos demuestra la lectura de esta publicación, tienen su origen en las deficiencias del propio marco regulatorio y en la configuración misma de la herramienta electrónica. El problema que subyace es, ni más ni menos, que las notificaciones electrónicas están diseñadas para facilitar el acto de notificación a la Administración -en este caso, la tributaria- sin que importe demasiado la capacidad económica, tecnológica y organizativa de los obligados a la relación electrónica. 

			Esta disfunción, causada por la búsqueda exacerbada de la eficacia en la actuación administrativa, evidencia el interés y la oportunidad de la reflexión crítica que con maestría se aborda en esta publicación, y que con arranque en el momento mismo de la gestación de las NEO transita por los recovecos de su construcción normativa, con una amplia visión de sus consecuencias prácticas a través de una rica casuística y una muy extensa y cuidada selección jurisprudencial.

			El cabal tratamiento del tema es destacado por el Profesor Casado Ollero, quien en el prólogo del libro nos habla del carácter disciplinado del autor, poco dado a andarse por las ramas, unas cualidades imprescindibles para abordar con éxito el estudio de estos diez años de vida de las problemáticas y poco convincentes NEO, reguladas por el Real Decreto 1363/2010, de 16 de noviembre, cuya entrada en vigor se produjo el 1 de enero de 2011.   

			Centrándonos en la obra, el punto de partida se sitúa en el significado mismo de las notificaciones, en su finalidad esencial, cual es que el contenido del acto llegue a su natural destinatario. Tarea que, a su vez, permite identificar una doble dimensión en el acto de notificación: por una parte, dotando de eficacia al acto administrativo en cuestión; y por otra, como instrumento de garantía de los administrados en relación con la efectividad del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva. Esta concepción de las notificaciones se ha visto alterada, sin embargo, con las NEO. El medio electrónico, cuya utilidad es indiscutible en los tiempos actuales («no se concibe una Administración Pública verdaderamente moderna sin la utilización intensa de la tecnología»), no ha contribuido a que la comunicación entre Administraciones Públicas y ciudadanos se desenvuelva de modo equilibrado.   

			Por lo que hace a la regulación normativa, la obra ofrece un recorrido cronológico por las normas que han sido esenciales para la construcción de la administración electrónica, entrando de lleno en el tratamiento de las notificaciones electrónicas en el Real Decreto 1363/2010, que ahora coexiste con las actuales leyes administrativas que regulan la denominada “administración sin papel”. El estudio pormenorizado del intrincado aparato normativo sirve al autor para poner de manifiesto la deficiente técnica jurídica con la que se ha ido construyendo esta modalidad de notificaciones administrativas –las NEO– tan relevante para los obligados tributarios. No se puede olvidar que el conocimiento pleno de la decisión administrativa es esencial para que estos puedan reaccionar del modo que mejor convenga a sus intereses. Pues bien, el Profesor Martínez-Carrasco Pignatelli no se limita a sacar a la luz las sombras que presenta el referido decreto en cuanto a su anclaje legal, sino que pone el acento en las deficiencias que supone que esta modalidad de notificaciones, «en detrimento de la deseable y necesaria seguridad jurídica», sea tratada en una norma de rango reglamentario, siguiendo así la tendencia poco afortunada en la que se ha instalado el ejecutivo con el dictado de decretos-leyes, reglamentos y órdenes ministeriales sin las preceptivas revisiones parlamentarias.

			Pasa a continuación el autor a ocuparse de los elementos esenciales de las NEO, tanto de la puesta a disposición de la notificación como del acceso al contenido del acto administrativo notificado por el obligado tributario. Y, fuera de esta estructura, analiza el perturbador funcionamiento del aviso. Este instrumento informativo o “aviso de cortesía”, como así lo denomina Martínez-Carrasco, aparece configurado al margen de que la notificación se efectúe o no por medios electrónicos, pudiendo ser solicitado por personas sujetas al sistema NEO o por personas no obligadas a la relación electrónica. Pues bien, la no comunicación de este aviso no afecta en absoluto a la validez del acto de  notificación. Esto es debido a que el legislador ha concebido el aviso como una simple herramienta complementaria, un mero instrumento auxiliar. La ausencia y omisión del aviso, es decir, el incumplimiento de un “deber” asignado a la Administración tributaria resulta del todo irrelevante en Derecho. Este escenario es objeto de crítica porque, enfatiza el autor, para el obligado tributario al que no se le practicó el aviso, siendo hasta entonces habitual su recepción, la falta del mismo puede provocarle indefensión.

			Las irregularidades, deficiencias, disfunciones y patologías de las NEO se suceden a lo largo del estudio, aunque es significativo el análisis realizado en el capítulo tercero, donde se observa que su práctica también ha generado una elevada litigiosidad. Son diversas las variables que pueden hacer fracasar que la notificación cumpla con su fin esencial de proporcionar a su destinatario el conocimiento completo de la decisión administrativa para que pueda accionar los cauces oportunos para su ejecución y, en su caso, su oposición en vía de revisión. Ahora bien, la cuestión es que ni las normas ni los tribunales contribuyen a proporcionar una solución satisfactoria para aquellos casos en que falla la herramienta informática. La experiencia demuestra que en la relación electrónica «es el administrado (…) el más perjudicado por tales disfunciones en los medios y recursos informáticos».

			Apegado a la práctica cotidiana, el autor llama la atención sobre las dificultades que plantea la gestión de las notificaciones electrónicas para numerosas empresas de pequeño tamaño. Un perfil empresarial que es el predominante en nuestro país, y que baqueteado por los avatares económicos carece de las condiciones tecnológicas adecuadas para relacionarse con garantías por este medio electrónico con la Administración tributaria. No solo se ha de considerar el coste económico que supone el encargo de estas tareas a una asesoría, despacho o gabinete especializado en estas gestiones, sino también las dificultades que plantea la adecuación a los continuos cambios de versión de los programas informáticos, y los gastos que supone mantener un equipo informático actualizado para atender a los requerimientos técnicos que impone la Administración para hacer efectiva la relación electrónica.

			Poco satisfactorio es el resultado de las NEO tras su análisis desde el punto de vista de los principios constitucionales. A tal fin dedica el autor el capítulo cuarto, donde visibiliza el recorte que se produce en términos de capacidad económica, igualdad, proporcionalidad y seguridad jurídica.

			La realidad descrita da pie para profundizar en los aspectos normativos que podrían ser revisados a efectos de fortalecer las garantías de los obligados tributarios, generando mayor seguridad jurídica y evitando que se pueda resentir el derecho de estos a la tutela judicial efectiva. Sirvan de ejemplo las reflexiones realizadas en cuanto al uso de los días naturales a la hora de determinar el plazo dado para que se entienda practicada la notificación por falta de acceso al buzón (10 días naturales) o para determinar los días de cortesía en los que la Administración no podrá poner a disposición la notificación en el buzón del interesado. Para Martínez-Carrasco hubiese sido más razonable utilizar días hábiles, abogando por la ampliación del término de diez días naturales. Las notificaciones electrónicas se realizan a cualquier hora y en cualquier momento -así se ha diseñado la administración electrónica-, pero este “asedio electrónico” descuida por ejemplo que los obligados tributarios y sus asesores fiscales tienen un horario.

			Otra cuestión sobre la que vuelve a insistir es el tratamiento normativo de la eventual falta del “aviso de cortesía” al destinatario sobre la puesta a disposición de la notificación. Tal y como ya se ha visto, se trata de una pieza esencial para la eficaz gestión de las notificaciones electrónicas. Precisamente por ello se cuestiona la solución dada por la Ley 39/2015 para el caso de que la Administración no envíe tal aviso al correo electrónico o al dispositivo señalado por el interesado. Si se recuerda, el art. 41.6 de la citada ley administrativa dispone que «la falta de práctica de este aviso no impedirá que la notificación sea considerada plenamente válida». Este extremo, curiosamente, ha pasado el test de constitucionalidad. El Tribunal Constitucional ha entendido que la medida no lesiona el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, aunque la sentencia cuenta con un voto particular. Pues bien, para nuestro autor las dudas de constitucionalidad no han quedado resueltas a la vista de este pronunciamiento. La situación de los obligados tributarios exige prudencia ante este escenario, pero demanda soluciones más garantistas (suspensión cautelar de la notificación rechazada, etc.).  

			En definitiva, estamos ante un trabajo valioso para entender cómo se ha encauzado la administración electrónica a través de una sus herramientas esenciales. Las NEO han sido un campo de experimentación durante diez años, por lo que su análisis detallado es de gran utilidad para seguir avanzando hacia un modelo de relación electrónica más garantista. Y ello implica caminar hacia un entorno tecnológico «más fácil, mejor y más seguro». A esta buena razón para la lectura de esta monografía hay que añadir que sus páginas son de incuestionable interés para quienes buscan soluciones al caso concreto, es decir, para quienes han de afrontar los problemas que plantea la relación electrónica en el momento actual.
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